
T. 21. XXII.
Transportes Automotores Chevallier
S.A. c/ resolución N° 21 del Plena-
rio de la Comisión Federal de Im-
puestos.

Buenos Aires, 17 de noviembre de 1994.

Vistos los autos: "Transportes Automotores Chevallier

S.A. c/ resolución N° 21 del Plenario de la Comisión

Federal de Impuestos".

Considerando:

Que son aplicables a la cuestión planteada en au-

tos, los argumentos y conclusiones del dictamen del

Procurador General en Fallos: 302:150, que esta Corte

admitió y que, en su actual composición, también comparte.

Por ello, habiendo dictaminado la señora Procuradora

Fiscal, se declara inadmisible el recurso extraordinario.

Costas por su orden en atención a las características de

los planteos efectuados y a la forma en que han sido

resueltos. Notifíquese y devuélvase. RICARDO LEVENE (H) (en

disidencia) - CARLOS S. FAYT (por su voto) - AUGUSTO CESAR

BELLUSCIO - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JULIO S. NAZARENO

- EDUARDO MOLINE O'CONNOR (en disidencia) - ANTONIO

BOGGIANO (en disidencia) - GUILLERMO A. F. LOPEZ (en

disidencia) - GUSTAVO A. BOSSERT.

ES COPIA

VO-//-
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-//-TO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT

Considerando:

1°) Que el plenario de Representantes de la Comi-

sión Federal de Impuestos resolvió no hacer lugar al

recurso de revisión interpuesto por la empresa "Transportes

Automotores Chevallier S.A." y confirmó, en consecuencia,

la resolución n° 43 dictada por el Comité Ejecutivo de

dicho organismo que había desestimado la impugnación

efectuada por la citada empresa contra el impuesto

provincial a los ingresos brutos sobre el transporte

terrestre interjurisdiccional de pasajeros. Contra aquella

resolución, el representante de la empresa interpuso

recurso extraordinario, que fue concedido a fs. 213.

2°) Que por exigencia de los artículos 100 y 101

de la Constitución Nacional -texto 1853/1860-, constituye

un principio fundamental que es de la "esencia del poder

judicial decidir colisiones efectivas de derechos" y que no

compete a los jueces "Hacer declaraciones generales o abs-

tractas" (Fallos: 2:253, entre muchos otros, y art. 2 de la

ley 27).

3°) Que, en efecto, no incumbe al Poder Judicial

el conocimiento de cualquier violación posible a la

Constitución Nacional (Fallos: 156:318; 190:142, entre

muchos otros), desde que únicamente aquel asunto

"susceptible de ser llevado ante los tribunales de justicia

mediante alguno de los procedimientos establecidos a ese

efecto, constituye un caso... a los efectos del art. 14 de

la ley 48" (Fallos: 193:79, entre muchos otros).

4°) Que, conforme a una larga y pacífica

jurisprudencia, el Poder Judicial de la Nación conferido a

la Corte

-//-



-//- Suprema de Justicia y a los tribunales nacionales por

los arts. 94, 100 y 101 de la Constitución Nacional -texto

1853/1860-, se define -aun en los supuestos en que se persi-

gue el dictado de una sentencia meramente declarativa- como

el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a

las que se refiere el art. 2 de la ley 27; es decir, aquéllas

en las que se persigue en concreto la determinación de un

derecho o prerrogativa debatido en principio entre las partes

adversas y en los que existe una lesión actual o, al menos,

una amenaza inminente al derecho o prerrogativa invocados

(confr. doctrina de Fallos: 308:2580, voto de la mayoría,

considerando 3° y sus citas, y voto de los jueces Caballero y

Belluscio, considerando 3° y sus citas; entre muchos otros).

5°) Que, empero, no es exigible para que se confi-

gure un "caso", que la disputa tenga carácter contencioso en

el sentido técnico, pero a la vez limitativo, del derecho

procesal como controversia contradictoria entre partes, de

acuerdo a una de las interpretaciones posibles de los alcan-

ces del art. 2 de la ley 27. Ello es así, pues es suficiente

que se esté frente a un conflicto en el cual el recurrente

tenga un interés concreto, punto decisivo para que la cues-

tión merezca resolución judicial (Fallos: 308:2268, conside-

rando 3°, del primer voto). Latu sensu caso, en definitiva,

es lo que es susceptible de ser presentado ante un tribunal

de justicia en procura de una pretensión concreta que es

poder de aquél conceder o denegar. Este evento, vale decir

que el caso sea llevado a conocimiento de la judicatura en

forma de "juicio" o "pleito", es la condición de posibilidad

de la actuación judicial de la Corte -y de los jueces nacio-

nales en general-, lo que se contrapone a la actividad espon

-//-
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-//-tánea que la Constitución permite a los restantes pode-

res, y aun a éste mismo en materias distintas a la de su

actuación judicial propiamente dicha por mandato de su art.

99.

Tradicionalmente la doctrina y esta Corte misma

en sus precedentes, ante el inescindible vínculo que liga a

los términos caso, causa, juicio, pleito, controversia,

pudieron usarlos indistintamente. Empero la situación

planteada en el sub lite obliga a efectuar algunos

distingos que hasta el presente pudieron legítimamente ser

irrelevantes, y a precisar su estricto sentido.

Esto porque, aunque parezca obvio señalarlo, para

que esta Corte pueda actuar en ejercicio de su competencia

apelada, un conflicto entre partes o la alegación de un

derecho de aquellos que incumbe a los jueces reconocer,

ineludiblemente debe traducirse -con anterioridad a la

intervención de este Tribunal- en un "juicio" o "pleito"

entablado en sede judicial (confr. considerandos 11 a 16).

6°) Que el planteo del peticionante se fundó en

el art. 11, inc. d, de la ley 20.221 (t.o. 1979), que

faculta a la Comisión Federal de Impuestos a "decidir de

oficio o a pedido del Ministerio de Hacienda y Finanzas de

la Nación, de las provincias y de las municipalidades, si

los gravámenes nacionales o locales se oponen o no y en su

caso en qué medida, a las disposiciones de la presente ley.

En igual sentido intervendrá a pedido de los contribuyentes

o asociaciones reconocidas, sin perjuicio de la obligación

de aquéllos de cumplir las disposiciones fiscales

pertinentes".

7°) Que, por su parte, el art. 14 de la citada

ley

-//-



-//- determina que "los contribuyentes afectados por tributos

que sean declarados en pugna con el régimen de la presente

ley podrán reclamar judicial o administrativamente ante los

respectivos fiscos, en la forma que determine la legislación

local pertinente, la devolución de lo abonado por tal

concepto a partir de la vigencia de la presente ley, sin ne-

cesidad de recurrir previamente ante la Comisión Federal".

8°) Que los derechos que otorga al contribuyente el

art. 14 aludido, bastan para conferir al sub lite el carácter

de "caso", entendido este término en el sentido de que el

apelante tiene un interés concreto en obtener la revisión de

lo decidido por la comisión a fin de dar certeza a su

pretensión de repetir los tributos que discute y cuya de-

claración de que se hallan en pugna con la ley sostiene, de

modo tal que la decisión de la Comisión Federal de Impuestos

no constituye entonces una resolución abstracta sin conse-

cuencias jurídicas.

Por lo demás, discusiones como la propuesta por el

apelante -cuanto menos en lo que a la declaración de certeza

del derecho concierne- fueron debatidas en la propia instan-

cia originaria de esta Corte, como lo demuestra el precedente

registrado en Fallos: 308:2153 y la sentencia recaída en la

causa A.628.XVIII "Austral Líneas Aéreas S.A. c/ Mendoza,

Provincia de" del 3 de febrero de 1987, entre otros pronun-

ciamientos que trataron idéntica cuestión.

Finalmente, la propia ley al establecer el recurso

extraordinario contra las decisiones de la comisión constitu-

ye una clara manifestación del legislador en el sentido de

que aquel órgano puede resolver cuestiones susceptibles de

motivar "casos", y es bien sabido que la inconsecuencia de

-//-
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-//- las leyes no debe ser presumida de acuerdo a elementa-

les reglas de hermenéutica jurídica.

9°) Que, sentado ello, a fin de determinar el

adecuado alcance que corresponde otorgar al artículo 12 de

la ley 20.221 en cuanto prevé el recurso extraordinario del

art. 14 de la ley 48 contra las decisiones de la comisión,

cabe recordar nuevamente que en tanto se encuentra en

discusión el alcance que debe asignarse a una norma de

derecho federal el Tribunal no se halla limitado por

circunstancia alguna, sino que le incumbe realizar una

declaratoria sobre el punto disputado (confr. Fallos:

308:647; considerando 5°, y sus citas). Por otra parte, el

control de constitucionalidad de las leyes que compete

genéricamente a todos los jueces y, de manera especial, a

la Corte Suprema, en los casos concretos sometidos a su

conocimiento en causa judicial, no se limita a la función

en cierta forma negativa, de descalificar una norma por

lesionar principios de la Ley Fundamental, sino que se

extiende positivamente a la tarea de interpretar las leyes

con fecundo y auténtico sentido constitucional en tanto la

letra o el espíritu de aquéllas lo permita (confr. Fallos:

308:647, considerando 8° y sus citas), máxime cuando se

trata de verificar si la reglamentación realizada por los

otros poderes excede los límites constitucionales de las

atribuciones jurisdiccionales de esta Corte (Fallos:

238:288, y sus citas).

10) Que, sobre la base expuesta, cabe preguntarse

si es admisible el recurso extraordinario respecto de deci-

siones de órganos como el recurrido.

11) Que, a fin de responder ese interrogante,-//-



-//- liminarmente corresponde señalar que el art. 101 de la

Constitución Nacional -texto 1853/1860- distingue dos modos

de ejercicio de la jurisdicción de esta Corte: por apelación

y de modo originario y exclusivo.

La segunda forma, según surge con claridad del tex-

to del artículo referido, y es pacíficamente aceptado por la

jurisprudencia de esta Corte y la doctrina, tiene un alcance,

en cuanto a los supuestos en que se suscita, limitado por la

propia cláusula constitucional de una manera taxativa, que no

puede ampliarse ni restringirse por disposiciones

infraconstitucionales.

12) Que, efectivamente, vale señalar en apoyo de

esta afirmación lo expuesto por este mismo Tribunal hace más

de un siglo en el recordado precedente "Sojo" (Fallos: 32:

120). Allí se dijo que: "la misión que incumbe a la Suprema

Corte de mantener a los diversos poderes tanto nacionales co-

mo provinciales en la esfera de las facultades trazadas por

la Constitución, la obliga a ella misma a absoluta estrictez

para no extralimitar la suya, como la mayor garantía que

puede ofrecer a los derechos individuales", toda vez que"no

es dado a persona o poder alguno, ampliar o extenderlos casos

en que la Corte Suprema ejerce jurisdicción exclusiva y

originaria por mandato imperativo de la Constitución

Nacional".

"La Constitución argentina y la de Estados Unidos,

concuerdan en las disposiciones que fundan la jurisdicción de

la Suprema Corte, y los fallos de la de los Estados Unidos,

así como las opiniones de sus más reputados expositores están

contestes en que no puede darse caso ni por ley del Congreso

que altere la jurisdicción originaria de la Corte

-//-
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-//- extendiéndola a otros casos que a los que la Constitu-

ción imperativamente la ha limitado, de tal modo que la ley

y el auto que en transgresión se dictase, no sería de

efecto alguno".

"La redacción de los textos de la Constitución

Nacional y de la americana en los artículos de la

referencia, que no difieren sino en el orden metódico de

sus incisos, es en la argentina más clara respecto a la

limitación de los casos en que ambas preceptúan que debe

entender la Corte originariamente".

"En estos casos (los de jurisdicción federal

establecidos por el artículo anterior), dice el artículo

ciento uno, la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por

apelación según las reglas y excepciones que prescriba el

Congreso, pero en todos los asuntos concernientes a

embajadores, ministros y cónsules extranjeros y en los que

alguna provincia fuera parte, la ejercerá originaria y

exclusivamente".

"De ambos textos resulta, si bien con mayor

claridad en el texto argentino, que el Congreso puede

establecer excepciones y dictar reglamentos a la

jurisdicción de apelación, lo que importa decir distribuir

la justicia entre los tribunales inferiores y la Corte que

siempre es de apelación, con excepción de los casos en que

la ley hubiese limitado el recurso o en que la jurisdicción

es originaria y exclusiva, vocablo que no está en la

Constitución americana y que hace más terminante el

precepto si aún pudiera serlo más".

"La jurisdicción originaria y exclusiva de la-//-



-//- Corte, no está sujeta a las excepciones que pueda esta-

blecer el Congreso; limitada como lo está, no puede ser am-

pliada ni restringida; la que está sujeta a reglamentación,

es la jurisdicción apelada, que puede ser ampliada y restrin-

gida por la ley, según la organización y reglamentación de

los tribunales inferiores, tanto respecto de las cuestiones

de hecho como de derecho".

13) Que el sentido del término "apelación" en la

Constitución Nacional, debe establecerse de un modo coherente

con restantes disposiciones suyas. Así, del juego de los

arts. 100 y 101 -texto 1853/1860-, surge que la existencia de

"tribunales inferiores de la Nación" es necesaria, pues sólo

ellos pueden inicialmente conocer de las materias reservadas

a la justicia federal no comprendidas en la competencia

originaria de la Corte. Por otra parte la Constitución impone

en su art. 5° a las provincias asegurar la administración de

justicia, imposición que como debe realizarse respetando el

sistema republicano de gobierno y los principios,

declaraciones y garantías establecidas por aquélla, sólo

puede cumplirse adecuadamente mediante tribunales de justi-

cia; coincidiendo con lo expuesto, el art. 67, inc. 11, de la

Constitución Nacional da por supuesta la existencia de

"tribunales" provinciales. Análoga obligación cabe, por

lógica derivación de lo expuesto, al Congreso Nacional como

legislatura local de la Capital Federal, conforme al art. 67,

inc. 27.

En tal contexto, el alcance constitucional del tér-

mino "apelación" puede determinarse por contraposición a la

jurisdicción originaria y exclusiva de la Corte. Y si bien

esa jurisdicción se ejerce de acuerdo a la primera parte del

-//-
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-//- art. 101 de la Constitución -texto 1853/1860- "según

las reglas y excepciones que prescribe el Congreso", este

órgano se encuentra limitado por el mismo art. 101 -texto

citado- en cuanto veda la posibilidad de que por ley se am-

plíe o limite la competencia originaria del Tribunal.

14) Que la Constitución, asimismo, establece una

jerarquía de órganos judiciales, integrada por un Tribunal

Supremo Federal, por tribunales inferiores en el orden

nacional y por tribunales de provincia, sometidos al

control de esta Corte Suprema con el alcance que surge de

su art. 31. Tal jerarquía sólo puede asegurarse,

precisamente, por la apelación a que ella misma se refiere.

Coherentemente, es sólo respecto de decisiones de tales

tribunales de justicia que cabe emplear el término

"apelación".

15) Que, por lo tanto, el art. 101 de la Ley

Fundamental -texto 1853/1860- exige que la revisión

judicial de decisiones del tipo de la impugnada deba

hacerse previamente por los "tribunales inferiores de la

Nación", los locales nacionales, o provinciales mentados.

Si la hiciera directamente la Corte misma, actuaría como el

órgano judicial que primero conoce en la cuestión, esto es,

realizaría una actividad que como judicial sería

originaria, al no tener como antecedente otra decisión de

esa índole para rever "por apelación".

16) Que, en resumen, si es condición de posibili-

dad -ya examinada- de la actuación de la justicia nacional

en general -y por ende de esta Corte Suprema- la existencia

de un "caso", el recurso extraordinario reclama, además,que

tal caso haya seguido el trámite de un juicio, pues no es

dable pretender por su medio zanjar cualquier disputa

-//-



-//- ni atender a cualquier petición, si previamente no se ha

transitado por un procedimiento judicial encaminado a re-

solverlo. Este requerimiento expresado en los términos ini-

ciales del art. 14 de la ley 48 se corresponde, precisamente,

con el de la anterior intervención de un tribunal de justicia

que exige la "jurisdicción por apelación" de la Corte

Suprema; ello impide a este Tribunal ejercer su jurisdicción

por apelación, en tanto que contemporáneamente resulta impen-

sable, por disposición del art. 101 de la Constitución Nacio-

nal -texto 1853/1860-, que el sub examine dé lugar al

ejercicio de su jurisdicción originaria, pues contrariamente

a lo acontecido en los precedentes referidos en el conside-

rando 8°, aquí no concurren los requisitos de su procedencia.

17) Que esta Corte admitió que se detrajera del

conocimiento de los jueces el tratamiento de algunas causas

propias de ellos, producido por la necesidad de dar respuesta

eficaz a determinadas cuestiones planteadas por la evolución

y complejidad de ciertos problemas (Fallos: 193:408 y sus

citas), pero también aclaró que no es compatible con nuestro

sistema constitucional que tales decisiones puedan quedar al

margen de una revisión judicial suficiente (Fallos: 244:548;

245:530; 247:646; 249:715). Esa revisión judicial suficiente,

en rigor, resulta imprescindible por imposición del art. 101

de la Constitución Nacional -texto 1853/1860-, conforme se ha

señalado precedentemente en los considerandos 11 a 16.

18) Que, concluyendo, en relación al sub lite la

interpretación constitucional que corresponde asignar al

recurso extraordinario contemplado en el art. 12 de la ley

20.221 indica que previamente la cuestión traída a conoci -

//-
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-//-miento de esta Corte deberá ser ventilada ante los

tribunales nacionales inferiores -en extensión que

comprende, en su caso, los de la Capital Federal- o

provinciales, contra cuyas decisiones, eventualmente,

deberá interponerse el remedio federal. Asimismo, también

indica que la vía del recurso extraordinario allí prevista

resulta inaplicable para el supuesto de que la cuestión -

requisitos de procedencia mediante- corresponda que sea

dilucidada por este tribunal por medio de su intervención

originaria prevista en el artículo 101 de la Constitución -

texto 1853/1860-, habida cuenta de que tampoco ésta puede

ser limitada por ley (conf. considerandos 11 y sgtes.).

Por ello, se declara improcedente el recurso

extraordinario interpuesto; con costas por su orden en

atención a las características de los planteos formulados y

a la forma en que han sido resueltos (art. 68, 2da. parte,

del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Notifíquese y devuélvase. CARLOS S. FAYT.

ES COPIA

DISI-//-





8 T. 21. XXII.
Transportes Automotores Chevallier
S.A. c/ resolución N° 21 del Plena-
rio de la Comisión Federal de Im-
puestos.

-//-DENCIA DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON RICARDO LEVENE

(H) Y DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ANTONIO BOGGIANO

Considerando:

1°) Que el Plenario de la Comisión Federal de

Impuestos (C.F.I.) resolvió no hacer lugar al recurso de

revisión interpuesto por la empresa "Transportes

Automotores Chevallier S.A." y confirmó, en consecuencia,

la resolución N° 43 dictada por el Comité Ejecutivo de

dicho organismo que había desestimado la impugnación

efectuada por la citada empresa contra el impuesto

provincial a los ingresos brutos sobre el transporte

terrestre interjurisdiccional de pasajeros. Contra aquella

resolución, el representante de la empresa interpuso

recurso extraordinario, que fue concedido a fs. 213.

2°) Que el planteo del peticionante se funda en

los arts. 11, inc. d) y 12 de la ley 20.221 (t.o. 1979). El

primero, faculta a la C.F.I. a decidir a pedido de los con-

tribuyentes si los gravámenes nacionales o locales se

oponen o no y, en su caso, en qué medida a las

disposiciones de la ley-convenio de coparticipación de

impuestos nacionales. El segundo, declara irrecurribles las

decisiones plenarias sin perjuicio del recurso

extraordinario ante esta Corte.

3°) Que posee significativa importancia discernir

si el asunto traído ante esta Corte es un caso o controver-

sia ya que por exigencia de los arts. 116 y 117 de la arts.

no compete a los jueces "hacer declaraciones generales y

abstractas" (Fallos: 2:253, entre muchos otros).

4°) Que tal discernimiento debe ser hecho a la

luz

-//-



-//- de la doctrina de esta Corte que impide a los particula-

res, alcanzados por un tributo que reputan contrario al

régimen de unificación de impuestos, sostener su invalidez

con apoyo en esta única circunstancia (Fallos: 183:160;

185:140; 186:64; 201:202; 255:207; 303:2069). Esta limitación

se justificaba frente a la letra de las primeras leyes de

unificación que sólo reconocían capacidad -para demandar la

nulidad de un impuesto contrario al régimen- a la Nación y a

las provincias.

5°) Que al sancionarse la ley 20.221 el legislador

otorgó a los contribuyentes la posibilidad de reclamar la

devolución de los montos pagados por impuestos "declarados en

pugna" con el sistema de coparticipación.

6°) Que, frente a la doctrina de Fallos: 201:202 y

a a la letra del propio art. 14 de la ley 20.221, tal decla-

ración debe ser obligatoriamente obtenida por el contribuyen-

te como condición de posibilidad para reclamar la devolución

de lo pagado indebidamente. Resulta claro que el apelante

tiene un interés concreto y actual en obtener la revisión de

lo decidido por la C.F.I. Esto es suficiente para conferir al

sub lite el carácter de caso o controversia (Fallos:

303:2069, considerando 7°).

7°) Que, cualquiera que sea la naturaleza del

tribunal a quo, el recurso extraordinario es procedente, por

cuanto en la especie ha ejercido facultades jurisdiccionales,

que no son revisables por vía de acción ni de ningún otro

recurso (art. 12 de la ley 20.221 y Fallos: 313:1472 -voto de

los jueces Petracchi, Oyhanarte y Moliné O'Connor-

considerando 2° y sus citas).

8°) Que aun cuando el apelante afirma que ataca el

-//-
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-//- pronunciamiento por arbitrariedad, ello tampoco obsta

a la procedencia del recuso intentado pues los argumentos

que utiliza para fundar la tacha que formula se refieren a

la inteligencia otorgada por el a quo a normas de carácter

federal (Fallos: 312:303) -tal la ley 20.221- y la decisión

ha sido contraria al derecho que el recurrente funda en

aquélla.

9°) Que, en cuanto al fondo, resulta aplicable la

doctrina que emana de lo decidido en las causas: L.338.XXI

"La Plata Remolques S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/

repetición" y L.118.XXI. "La Plata Remolques S.A. c/ Buenos

Aires, Provincia de s/ acción declarativa" -disidencias de

los jueces Boggiano, Fayt y Levene (h)- ambas sentencias

del 30 de septiembre de 1993, cuya argumentación conduce en

el sub lite a rechazar la interpretación que pretende la

actora. En efecto, de aquellos argumentos, a los que cabe

remitirse por razón de brevedad, se infiere que la alegada

imposibilidad de traslación del impuesto provincial a los

ingresos brutos no determina su exclusión del supuesto con-

templado en el art. 9°, inciso b, párrafo cuarto, de la ley

20.221 (t.o. 1979).

Por ello y oída la señora Procuradora Fiscal, se

declara procedente el recurso extraordinario y se confirma

el pronunciamiento apelado. Costas por su orden en atención

a la existencia de precedentes que pudieron inducir al

recurrente a creer ajustada su petición (art. 68, segunda

parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Notifíquese y devuélvase. RICARDO LEVENE (H) - ANTONIO

BOGGIANO.

ES COPIA

DISI-//-
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-//- DENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON EDUARDO MOLINE

O'CONNOR

Considerando:

1°) Que el Plenario de la Comisión Federal de

Impuestos (C.F.I.) resolvió no hacer lugar al recurso de

revisión interpuesto por la empresa "Transportes

Automotores Chevallier S.A." y confirmó, en consecuencia,

la resolución N° 43 dictada por el Comité Ejecutivo de

dicho organismo que había desestimado la impugnación

efectuada por la citada empresa contra el impuesto

provincial a los ingresos brutos sobre el transporte

terrestre interjurisdiccional de pasajeros. Contra aquella

resolución, el representante de la empresa interpuso

recurso extraordinario, que fue concedido a fs. 213.

2°) Que el planteo del peticionante se funda en

los arts. 11, inc. d, y 12 de la ley 20.221 (t.o. 1979). El

primero, faculta a la Comisión Federal de Impuestos a deci-

dir a pedido de los contribuyentes si los gravámenes

nacionales o locales se oponen o no y, en su caso, en qué

medida a las disposiciones de la ley-convenio de

coparticipación de impuestos nacionales. El segundo,

declara irrecurribles las decisiones plenarias sin

perjuicio del recurso extraordinario ante esta Corte.

3°) Que posee significativa importancia

establecer si el asunto traído ante esta Corte es un caso o

controversia, ya que por exigencia de los arts. 116 y 117

de la Constitución Nacional no compete a los jueces "hacer

declaraciones generales y abstractas" (Fallos: 2:253, entre

muchos otros).

-//-



-//- 4°) Que tal discernimiento debe ser hecho a la luz

de la doctrina de esta Corte que impide a los particulares

alcanzados por un tributo que reputan contrario al régimen de

unificación de impuestos, sostener su invalidez con apoyo en

esta única circunstancia (Fallos: 183:160; 185:140; 186:64;

201:202; 255:207; 303:2069). Esta limitación se justificaba

frente a la letra de las primeras leyes de unificación que

sólo reconocían capacidad a la Nación y a las provincias para

demandar la nulidad de un impuesto contrario a ese régimen. A

la sazón la ley 20.221 (t.o. 1979) previó que la Comisión

Federal de Impuestos intervendrá a pedido de los

contribuyentes, sin perjuicio claro está, del cumplimiento de

las obligaciones fiscales (art. 11, inc. d).

5°) Que por su parte, el art. 14 de la ley 20.221

(t.o. 1979) establece que: "Los contribuyentes afectados por

tributos que sean declarados en pugna con el régimen de la

presente ley podrán reclamar judicial o administrativamente

ante los respectivos fiscos, en la forma que determine la

legislación local pertinente, la devolución de lo abonado por

tal concepto a partir de la vigencia de la presente ley, sin

necesidad de recurrir previamente ante la Comisión Federal".

6°) Que, frente a la doctrina de Fallos: 201:202 y

a la letra del aludido art. 14 de la ley 20.221 (t.o. según

decreto 3451/79), tal declaración debe preceder al reclamo de

devolución de lo pagado indebidamente. Siendo ello así,

resulta claro que el apelante tiene un interés concreto y

actual en obtener la revisión de lo decidido por la Comisión

Federal de Impuestos; siendo ello suficiente para conferir

-//-
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-//- al sub lite el carácter de caso o controversia.

En tales condiciones, la conclusión a la que se

arriba -cuadra puntualizarlo- deviene compatible con la

doctrina que surge de Fallos: 204:474; 205:17; 242:353 y

542 y lo dispuesto por el art. 257 del Código Procesal

Civil y Comercial de la Nación respecto de las decisiones

emanadas de organismos administrativos.

7°) Que sobre la base de lo expuesto el recurso

extraordinario es procedente, atento a lo expresamente pre-

ceptuado por el art. 12 in fine de la ley 20.221; disposi-

ción ésta de la que no resulta posible sustraerse si no

media debate y declaración de inconstitucionalidad (Fallos:

307:2153) y que cuadra concebirse como una ampliación de

los presupuestos reglados en la ley 48, como una definición

legislativa del Congreso de la Nación en cuanto a que las

resoluciones plenarias de la Comisión Federal de Impuestos

son susceptibles de dirimir casos derivados del régimen de

coparticipación con el alcance requerido por los arts. 116

y 117 de la Constitución Nacional. Máxime teniendo en

cuenta que en la especie el traslado de la apelación

extraordinaria ordenada por la Corte a fs. 158/159 importó

una genérica admisión de la vía escogida.

8°) Que aun cuando el apelante afirma que ataca

el pronunciamiento por arbitrariedad, ello tampoco obsta a

la procedencia del recurso intentado pues los argumentos

que utiliza para fundar la tacha que formula se refieren a

la inteligencia otorgada por el a quo a normas de carácter

-//-



-//- federal (Fallos: 312:303) -tal la ley 20.221- y la

decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente funda

en aquélla.

9°) Que en cuanto al fondo del asunto, el Tribunal

reitera la opinión mayoritaria expresada en Fallos: 308:2153

y comparte los fundamentos del dictamen citado, a cuyas

conclusiones cabe remitir en razón de brevedad.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por la

señora Procuradora Fiscal, se hace lugar al recurso inter-

puesto y se revoca la decisión apelada, debiendo volver los

autos al organismo de origen para que dicte un nuevo pronun-

ciamiento con arreglo al presente. No corresponde la imposi-

ción de costas en virtud de las particularidades del caso.

Notifíquese y remítase. EDUARDO MOLINÉ O' CONNOR.

ES COPIA

DISI -//-
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-//- DENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON GUILLERMO A. F.

LOPEZ

Considerando:

1°) Que el Plenario de la Comisión Federal de

Impuestos (C.F.I.) resolvió no hacer lugar al recurso de

revisión interpuesto por la empresa "Transportes

Automotores Chevallier S.A." y confirmó, en consecuencia,

la resolución N° 43 dictada por el Comité Ejecutivo de

dicho organismo que había desestimado la impugnación

efectuada por la citada empresa contra el impuesto

provincial a los ingresos brutos sobre el transporte

terrestre interjurisdiccional de pasajeros. Contra aquella

resolución, el representante de la empresa interpuso

recurso extraordinario, que fue concedido a fs. 213.

2°) Que el planteo del peticionante se funda en

los arts. 11, inc. d, y 12 de la ley 20.221 (t.o. 1979). El

primero, faculta a la Comisión Federal de Impuestos a deci-

dir a pedido de los contribuyentes si los gravámenes

nacionales o locales se oponen o no y, en su caso, en qué

medida a las disposiciones de la ley-convenio de

coparticipación de impuestos nacionales. El segundo,

declara irrecurribles las decisiones plenarias sin

perjuicio del recurso extraordinario ante esta Corte.

3°) Que posee significativa importancia

establecer si el asunto traído ante esta Corte es un caso o

controversia, ya que por exigencia de los arts. 116 y 117

de la Constitución Nacional no compete a los jueces "hacer

declaraciones generales y abstractas" (Fallos: 2:253, entre

muchos otros).

-//-



-//- 4°) Que tal discernimiento debe ser hecho a la luz

de la doctrina de esta Corte que impide a los particulares

alcanzados por un tributo que reputan contrario al régimen de

unificación de impuestos, sostener su invalidez con apoyo en

esta única circunstancia (Fallos: 183:160; 185:140; 186:64;

201:202; 255:207; 303:2069). Esta limitación se justificaba

frente a la letra de las primeras leyes de unificación que

sólo reconocían capacidad a la Nación y a las provincias -

para demandar la nulidad de un impuesto contrario a ese

régimen-. A la sazón la ley 20.221 (t.o. 1979) previó que la

Comisión Federal de Impuestos intervendrá a pedido de los

contribuyentes, sin perjuicio claro está, del cumplimiento de

las obligaciones fiscales (art. 11, inc. d).

5°) Que por su parte, el art. 14 de la ley 20.221

(t.o. 1979) establece que: "Los contribuyentes afectados por

tributos que sean declarados en pugna con el régimen de la

presente ley podrán reclamar judicial o administrativamente

ante los respectivos fiscos, en la forma que determine la

legislación local pertinente, la devolución de lo abonado por

tal concepto a partir de la vigencia de la presente ley, sin

necesidad de recurrir previamente ante la Comisión Federal".

6°) Que, frente a la doctrina de Fallos: 201:202 y

a la letra del aludido art. 14 de la ley 20.221 (t.o. según

decreto 3451/79), tal declaración debe preceder al reclamo de

devolución de lo pagado indebidamente. Siendo ello así,

resulta claro que el apelante tiene un interés concreto y

actual en obtener la revisión de lo decidido por la Comisión

Federal de Impuestos; siendo ello suficiente para conferir

-//-
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-//- al sub lite el carácter de caso o controversia.

En tales condiciones, la conclusión a la que se

arriba -cuadra puntualizarlo- deviene compatible con la

doctrina que surge de Fallos: 204:474; 205:17; 242:353 y

542 y lo dispuesto por el art. 257 del Código Procesal

Civil y Comercial de la Nación respecto de las decisiones

emanadas de organismos administrativos.

7°) Que sobre la base de lo expuesto el recurso

extraordinario es procedente, atento a lo expresamente pre-

ceptuado por el art. 12 in fine de la ley 20.221; disposi-

ción ésta de la que no resulta posible sustraerse si no

media debate y declaración de inconstitucionalidad (Fallos:

307:2153) y que cuadra concebirse como una ampliación de

los presupuestos reglados en la ley 48, como una definición

legislativa del Congreso de la Nación en cuanto a que las

resoluciones plenarias de la Comisión Federal de Impuestos

son susceptibles de dirimir casos derivados del régimen de

coparticipación con el alcance requerido por los arts. 116

y 117 de la Constitución Nacional. Máxime teniendo en

cuenta que en la especie el traslado de la apelación

extraordinaria ordenada por la Corte a fs. 158/159 importó

una genérica admisión de la vía escogida.

8°) Que aun cuando el apelante afirma que ataca

el pronunciamiento por arbitrariedad, ello tampoco obsta a

la procedencia del recurso intentado pues los argumentos

que utiliza para fundar la tacha que formula se refieren a

la inteligencia otorgada por el a quo a normas de carácter

-//-



-//- federal (Fallos: 312:303) -tal la ley 20.221- y la

decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente funda

en aquélla.

9°) Que, en cuanto al fondo del asunto, es de

aplicación al caso la doctrina que resulta de los votos del

señor juez doctor don Augusto César Belluscio en las causas

S.205.XXII "Satecna Costa Afuera S.A. c/ Buenos Aires, Pro-

vincia de s/ cláusula comercial (transporte marítimo)" y

L.338.XXI "La Plata Remolques S.A. c/ Buenos Aires, Provincia

de s/ repetición", ambas sentencias del 30 de setiembre de

1993, cuyas conclusiones son de plena aplicación al caso.

Por ello, y oída la señora Procuradora Fiscal, se decla-

ra procedente el recurso extraordinario y se confirma la

decisión apelada. Costas por su orden en atención a la exis-

tencia de precedentes que pudieron inducir a la recurrente a

creer ajustada su petición (artículo 68, segunda parte, del

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese

y remítase. GUILLERMO A. F. LOPEZ.

ES COPIA


